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Santiago, tres de enero de dos mil veintitr s.é

VISTOS:

En presentaci n de 13 de octubre de 2021 comparecen los abogadosó  

Alberto Espinoza Pino y Marta de La Fuente Olgu n, en representaci n deí ó  

don Hugo Jorge Marchant Moya, domiciliados en calle Luis Thayer Ojeda 

N 1.737, departamento 32, comuna de Providencia, y calle Sim n Bol var° ó í  

N 8.800,  comuna  de  La  Reina,  demandando  de  indemnizaci n  de° ó  

perjuicios al Fisco de Chile, representado legalmente por el Presidente del 

Consejo  de  Defensa  del  Estado,  don  Jos  Antonio  Peribonio  Poduje,é  

abogado, domiciliados en Agustinas N 1.687, comuna de Santiago, por la°  

suma de $300.000.000.

Se alan que don Hugo Marchant Moya fue un activo opositor a lañ  

dictadura c vico militar y asumi  la lucha por la democracia y la libertad,í ó  

fue detenido y procesado por la comisi n de hechos de violencia pol ticaó í  

que le signific  enfrentar la tortura, Consejos de Guerra, la Justicia Militar,ó  

la aplicaci n de una legislaci n terrorista,  el  juzgamiento sin las debidasó ó  

garant as del debido proceso, la privaci n de libertad por m s de 9 a os deí ó á ñ  

c rcel  y  finalmente  la  aplicaci n  de  condenas  exageradamenteá ó  

desproporcionadas.

El actor relata en primera persona los hechos de que fue v ctima:í

Ese martes 7 de septiembre de 1983 a las 13:45 horas caminaba por“  

la calle San Pablo cerca de la calle Capuchino, la cara de terror que ten aí  

el Gendarme en estado de servicio, confirm  mi presagio que me ven anó í  

siguiendo m s de alguien, en la vereda norte vi varios agentes de civil queá  

no disimulaban sus armamentos. No alcance a llegar a la vitrina, donde 

quer a ver lo que suced a a mis espaldas, varios tipos se apalancaron sobreí í  

m , cada uno de ellos  tomaban una extremidad m a,  otro me agarrabaí í  

firmemente del pelo, golpes de pu o, golpes de todo tipo rebotaban en miñ  

cuerpo ( )…
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Me lanzaron sobre las rodillas de dos agentes en el asiento trasero del 

veh culo que se pon a en marcha, les preocupaba que hayan sido vistos porí í  

los transe ntes que eran abundantes en ese minuto en las callesú

El viaje fue de solo algunos minutos, lo que me hizo suponer que 

est bamos en el cuartel Borgo o, un grupo de agentes me recibi  a todoá ñ ó  

tipo de golpes,  me arrancaban la ropa y desnudo me tiraron sobre una 

parrilla donde me aplicaron todo tipo de tortura, participaban hombres y 

mujeres,  comenzaban a interrogarme,  nombre,  direcci n,  militancia,  etc.ó  

( )…

Las heridas de mi frente y ojo derecho, me molestaba la abundante 

sangre  que  corr a.  Me hicieron  una  atenci n  de  primeros  auxilios  muyí ó  

r pida, me pusieron mameluco, unas zapatillas y una venda en los ojos. Yá  

me llevaron a una habitaci n, fr a, parec a ser de hormig n, aunque no ve aó í í ó í  

nada, de repente entro un tipo, hecho a todos los agentes que me hab aní  

recibido, y hab a solo dos personas m s.í á

Entonces el  tipo me dice: Yo soy el jefe,  estamos? Enseguida me¿  

dice: para que sepas que sabemos m s de lo que t  imaginas. T  te llamasá ú ú  

Hugo Jorge Marchant Moya, eres Mirista de la Fuerza Central del MIR, tu 

nombre es Manuel, tu jefe es Ra l, y tu trabajas con Gaspar y comienza aú  

nombrar  los  miembros  de  la  unidad de  Aseguramiento,  no  me interesa 

preguntarte nada de las estructuras superiores, simplemente porque t  noú  

sabes. me interesa otra cuesti n, que si t  sabes. Pero para continuar, el meó ú  

pregunta:  conoces  a Carlos  Garc a?,  tragu  saliva,  y  sent  que todo se¿ í é í  

derrumbaba, el tipo me dice, porque tragas saliva, porque aprietas la silla, 

tus  pies  hacen  demasiada  fuerza  con  el  suelo todos  los  recursos  que…  

utilizaba para poder contenerme quedaban al descubierto, las l grimas noá  

quer an salir,  trataba  de  buscar  la  vista  del  tipo  que era  el  jefe.í  Yo le 

respondo frente a la pregunta de qui n era Carlos Garc a: no lo conozcoé í  

personalmente, solo en las fotos de los diarios, pero se lo que ustedes le 

hicieron a l ( ) Por lo tanto, el tipo me dice - acabo de tener en misé …  

brazos a la Javiera, (mi hija), es una chica muy hermosa-. Lo hace con una 

risa  burlesca.  Yo  sent a  que  la  cabeza  me  iba  a  explotar,  mi  cuerpoí  

completamente r gido, no quer a que mis torturadores supieran el terror queí í  

me causaba cada silaba que vomitaban de sus bocas. Enseguida me dice: 
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depende de ti queremos hacer un trato contigo. A nosotros nos interesa solo 

una cosa: debes contar con tus propias palabras el filete que se mandaron“  

ustedes la semana pasada” Se refiere usted a lo del General. Exactamente¡¡¡  

mi  general  Urzua!!!  Yo  no  tengo,  ning n  problema  en  contarles  miú  

participaci n en esos acontecimientos. Acabas de salvar tu vida, y la de tuó  

hija, as  que ll venselo a la celda y c sanle las heridas a este, ordeno el jefeí é ó  

del interrogatorio. 15 puntos me hicieron entre la herida de la frente y el 

parpado del ojo derecho ( )…

Los interrogatorios se suceden cotidianamente, despu s que me exigené  

toda la informaci n de mi participaci n en los hechos de Carol Urzua, losó ó  

interrogatorios se hacen rutinarios.  A trav s de los interrogatorios me dié  

cuenta, que mi hija con mi compa era fueron trasladadas a otro cuartel deñ  

la CNI. Se acercaban los ltimos d as de los 15 d as, quedaba en evidencia,ú í í  

que  hab amos  sido  detenidos  vivos,  para  aparecer  f sicamente  como losí í  

culpables de la muerte de Urzua, y que ahora seriamos conducidos a un 

Consejo de Guerra, y que ya ten an decidido nuestro fusilamiento. Por loí  

que se ve a, ten amos que llegar presentables ante ese Consejo de Guerra.í í

Al cumplirse los 15 d as fuimos conducidos a la fiscal a militar, dondeí í  

se  nos  instruy  sobre  el  consejo  de  guerra,  el  cual  deb a  fallar  en  losó í  

pr ximos 30 d as.ó í

Todo era un escenario preparado, y se nos hac a sentir que bamos aí í  

ser fusilados, exagerada vigilancia por parte de gendarmer a, y que aparteí  

de las restricciones que impon a la fiscal a, gendarmer a pon a por su parteí í í í  

sus propias restricciones y castigo, lo cual generaba una situaci n hostil yó  

agobiante. Estuvimos 10 d as incomunicados o 15 d as, no lo recuerdo. Peroí í  

cuando salimos de la condici n de incomunicaci n, fuimos inmediatamenteó ó  

aislados del  colectivo de los presos pol ticos.  Y al  cabo de unas cuantasí  

semanas  se  desocupo  una  galer a  y  el  tratamiento  fue,  como  si  al  d aí í  

siguiente iba a ser fusilado.

Era  una  situaci n  realmente  traum tica,  y  que  provocaba  unaó á  

situaci n  muy  violenta,  en  la  cual  nosotros  deb amos  de  apoyarnosó í  

mutuamente  para  no  entrar  en  el  juego  de  las  provocaciones  de 

Gendarmer a,  funcionarios  que eran partidarios  de la  Dictadura Militar,í  

eran agresivos intencionadamente. Nuestros familiares eran humillados en el 
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registro  antes  de  permitir  su  visita,  era  toda  una  situaci n  extrema  deó  

violencia en la cual ramos sometidos.é

A comienzos del a o 1984, fuimos trasladados a la Penitenciaria deñ  

Santiago, donde desocuparon una galer a, para tenernos a nosotros tres, unaí  

celda para cada uno individualmente. Y todo acondicionado, como que al 

d a  siguiente  seriamos  fusilados.í  El  alcaide  Se or  Bennett  y  su  comitivañ  

diariamente inspeccionaba la galer a, y con su tono burlesco, nos visitabaí  

cada ma ana.ñ

As  transcurrieron los d as, en condiciones apremiantes, donde todosí í  

los d as nos hac an sentir que bamos a ser fusilados. Ning n objeto queí í í ú  

pudiera significar la posibilidad de suicidio. Un control exagerado a nuestros 

parientes cuando nos ven an a visitarnos.í

As  llegamos a comienzos de 1985, mes de febrero-marzo, ocurre uní  

incidente violento, la guardia de gendarmer a de un domingo para lunes, ení  

la noche, un guardia llega con una radio y escucha m sica a todo lo que daú  

la capacidad de la radio. Llamo al guardia, para pedirle por favor que baje 

el volumen, y el responde groseramente. Al d a siguiente, en la ma ana,í ñ  

cuando  llega  el  oficial,  le  hago  saber  mi  desagrado  con  la  actitud  del 

gendarme, frente a lo cual, el oficial responde groseramente, me insulta, y 

yo le respondo a su insulto, atina a empu ar su sable, y le acepto el desaf o,ñ í  

mis dos compa eros me apoyan, los gendarmes apoyan al oficial, y estamosñ  

a un instante de un enfrentamiento, retroceden los gendarmes, y deciden 

retirarse, p lidos, y completamente choqueados, se retiran, dej ndonos solos.á á  

Al rato despu s viene la comandancia con el  alcaide a la cabeza, yo leé  

cuento  el  incidente,  y  el  alcaide  reacciona  muy  molesto,  por  no  tener 

ninguna  informaci n  oficial.  En  la  tarde  fuimos  notificados  que  somosó  

trasladados a la calle donde hay tres presos pol ticos con pena de muerte, laí  

gente del sindicato del crimen, y varios presos comunes m s, haciendo uná  

numero de mas de 30 presos en total.

Despu s de tanta gesti n oficial,  e internacional,  para echar abajoé ó  

nuestro aislamiento, un incidente violento y espont neo, y provocado por losá  

gendarmes, fue suficiente, para que en menos de 12 horas se terminara ese 

traumatizante aislamiento. Frente a ese trato arbitrario y hostil por parte de 

gendarmer a, y desde luego la amenaza casi evidente de la pena de muerte,í  

Código: JJPZXDWPXSB

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



hacen que nuestra preocupaci n permanente por un plan de fuga, que seó  

concretiza el viernes 18 de octubre de 1985. Los resultados fueron tr gicos,á  

son asesinados a quema ropa 7 reclusos, dos mueren en el intento de fuga, y 

decenas de presos heridos a bala, Y los que sobrevivimos, somos azotados 

salvajemente a palos, sablazos, bastonazos, m s de 60 gendarmes hacen uná  

callej n oscuro, a trav s del cual desnudos somos brutalmente castigados.ó é

Fugarse no es delito, sin embargo, somos castigados violentamente, y 

somos encerrados por seis meses en un recinto de castigo al interior de la 

C rcel  Publica  de  Santiago,  hacinados  reclusos  de  la  prisi n  penal  yá ó  

nosotros cinco presos pol ticos.í

Al t rmino de los seis meses de castigo por el intento de fuga, nosé  

recluyen junto al colectivo de todos los presos pol ticos de la C rcel P blica.í á ú  

Y  adem s  podemos  contar  con  derechos  m s  humanos,  tenemos  visitasá á  

normales,  como  tambi n  tenemos  otras  actividades,  de  trabajo  manual,é  

trabajo cultural, intelectual pol tico.í

Corr a la segunda parte del mes de abril de 1986. Las condicionesí  

fueron distintas, sin embargo, no est bamos exentos de las maquinacionesá  

de la CNI a trav s de Gendarmer a y a trav s de la delincuencia. Soné í é  

conocidos los intentos de asesinato a compa eros nuestros, los maltratos añ  

nuestros familiares, especialmente a las mujeres. Ya el consejo de guerra 

hab a sido cancelado, y ramos procesados por un tribunal regular. Peroí é  

viv amos en estado de alerta permanente, nos espiaban a trav s de sistemasí é  

de  micr fonos  ocultos,  y  la  provocaci n  de  motines.  Durante  octubre,ó ó  

noviembre realizamos una huelga de hambre que me cost  un preinfartoó  

cardiaco en el d a 28 de la huelga de hambre.í

As  fue nuestra prisi n pol tica, nueve a os y tres meses, en una luchaí ó í ñ  

permanente  por  la  vida,  si  sobrevivimos  a  la  lucha  contra  la  dictadura 

militar,  nos  corresponden  derechos,  sin  embargo  esos  derechos  no  los 

obtengo  de  manera  autom tica,  como  lo  anuncian  los  tratadosá  

internacionales de DDHH, tuvimos que enfrentarnos a la humillaci n y aló  

vejamen, y luchar permanentemente para salir vivos, pero tambi n, vivosé  

como seres humanos, y no como seres desquiciados, esos a os de prisi n sonñ ó  

mas eso, hacer del preso, un ser desquiciado, nosotros los presos pol ticos ení  

general  y  yo  particularmente,  tuvimos  esa  preocupaci n  de  hacer  yó  
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organizar actividades dignas de ser humanos, como trabajar en artesan aí  

actividades culturales, leer, estudiar. Con mucho orgullo puedo decir que, 

en la c rcel, estudiamos matem ticas, inform tica y tecnolog a y ciencias, aá á á í  

pesar  de  los  impedimentos  de  Gendarmer a,  primero  lo  realizamos  aí  

escondidas y despu s con la ayuda de personas generosas como don Andr sé é  

Aylwin y el Doctor Patricio Bustos, logramos legalizar nuestra actividades 

recreativas e ilustrativas.

Esos a os de prisi n dejaron en mi profundas heridas y huellas, hastañ ó  

el d a de hoy requiero de la atenci n de salud mental. El 17 de noviembreí ó  

de 1992, salgo de la c rcel, pero no en libertad, debo continuar el castigoá  

por haber combatido la dictadura, 25 a os de extra amiento, un verdaderoñ ñ  

destierro. Condena que esta sancionada en los tratados de DDHH, y que 

desde salimos con mi compa era Silvia Aedo Sep lveda y tres de nuestrosñ ú  

hijos. Este castigo que aparentemente es inofensivo, sin embargo, no es as .í  

Es un castigo cruel  e inhumano tener  que salir obligado del  pa s natal,í  

donde esta nuestra historia, nuestros seres queridos, y nuestro entorno social. 

A pesar de que fuimos recibidos cari osamente por los vecinos y amistadesñ  

extranjeras, pero la tristeza se transforma en dolor, y son las heridas del 

destierro m s los 17 a os de dictadura y los m s de nueve a os de prisi n,á ñ á ñ ó  

mi hija, hasta el d a de hoy depende de un terapeuta de salud mental. Ení  

mi caso personal, al cumplir la condena regrese a mi pa s en abril de 2019,í  

a  buscar  ayuda pasa  atenderme mi salud  mental,  y  en ese  proceso  me 

encuentro, tratando de volver a vivir como ser humano.”

Se alan que el demandante fue reconocido como v ctima de tortura yñ í  

prisi n pol tica por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Torturaó í ó ó í  

(Valech) bajo el n mero 14030.ú

Como consecuencia  directa  del  secuestro  y  la  tortura  de  que  fue 

v ctima, se desprende, inequ vocamente, un perjuicio tanto ps quico, comoí í í  

f sico  inconmensurable  provocado  por  el  Estado  de  Chile.  Este  da oí ñ  

emocional, moral y material que se caus  requiere ser reparado.ó

Los hechos descritos en esta demanda, configuran graves violaciones a 

los derechos humanos, consistentes en cr menes de lesa humanidad, entreí  

otros  de  tortura  y  persecuci n.  En  este  caso,  se  han  vulnerado  todosó  

aquellos instrumentos de car cter internacional que consagren el derecho aá  
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la vida y a la integridad personal, principalmente, los arts. 1, 3 y 5 de la 

Declaraci n Universal de los Derechos Humanos, el art. 1.1, 5, 63.1 de laó  

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, art. 1  de la Declaraci nó ° ó  

Americana de Derechos y Deberes del Hombre, los arts. 6 y 7 del Pacto 

Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  todo  el  contenido  de  laí  

Convenci n  Contra  la  Tortura  y  otros  Tratos  Crueles,  Inhumanos  oó  

Degradantes  de  Naciones  Unidas,  la  Convenci n  Interamericana  paraó  

Prevenir y Sancionar la Tortura, los Principios de N remberg, el Estatutoú  

de  Roma de la  Corte  Penal  Internacional,  y  las  normas  de  ius  cogens 

relativas a cr menes internacionales. Por lo anterior el deber de reparaci ní ó  

debe abordarse desde una perspectiva doble por el car cter de estos hechosá  

il citos que causan da o como cr menes de trascendencia internacional.í ñ í

La m s precisa configuraci n de la responsabilidad internacional en elá ó  

Derecho  Internacional  p blico  ha  sido  formulada  por  la  Comisi n  deú ó  

Derecho  Internacional  uno  de  los  principales  rganos  jur dicos  de  lasó í  

Naciones Unidas, cuyo objetivo principal expreso consiste en impulsar el“  

desarrollo  progresivo  del  Derecho  Internacional  y  su  codificaci n .  Estaó ”  

Comisi n estableci  en el art culo 1 del Proyecto sobre Responsabilidad deó ó í  

los  Estados  por  hechos  internacionalmente  il citos,  que  todo  hechoí “  

internacionalmente  il cito  de  un  Estado  da  lugar  a  la  responsabilidadí  

internacional  de  este ,  determinando  como  nicos  requisitos:  la” ú  

contravenci n de la norma y la atribuci n de esta al Estado.ó ó

As  el  art culo  2  relativo  a  los  Elementos  del  hechoí í “  

internacionalmente il cito  se ala: Hay hecho internacionalmente il cito delí ” ñ “ í  

Estado cuando un comportamiento consistente en una acci n u omisi n: a)ó ó  

Es atribuible al Estado seg n el derecho internacional; y b) Constituye unaú  

violaci n de una obligaci n internacional del Estado . ó ó ”

La  actuaci n  il cita  de  un  Estado,  tiene  entonces  un  efectoó í  

fundamental, el cual es el nacimiento del deber de reparaci n. El art culoó í  

14 de la Convenci n contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles,ó  

Inhumanos o Degradantes establece el derecho a la reparaci n.ó

El art culo 7  del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacionalí °  

al  establecer su competencia se ala que comprende los cr menes de lesañ í  

humanidad.
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La responsabilidad del Estado encuentra su fundamento en las normas 

de Derecho P blico, y en primer t rmino en la Constituci n Pol tica de laú é ó í  

Rep blica. As , el art culo 38, inciso 2  de la Constituci n dispone que todaú í í ° ó  

persona que sea lesionada en sus derechos por la Administraci n del Estadoó  

10 puede recurrir  ante  los  Tribunales  de  Justicia  a  objeto que el  da oñ  

causado  sea  resarcido.  Este  precepto  consagra  una  acci n  constitucionaló  

para hacer efectiva la responsabilidad del Estado. En otros t rminos, estaé  

disposici n  constitucional  establece  un  mecanismo  de  reparaci n  de  losó ó  

da os producidos por la Administraci n a los particulares, sistema que señ ó  

caracteriza fundamentalmente por ser de car cter directo, es decir, la acci ná ó  

de reparaci n del particular afectado se hace efectiva en el patrimonio Fiscaló  

cuando los organismos que causaron el da o, como en el caso de autos,ñ  

act an bajo la personalidad jur dica del Estado. ú í

El  fundamento  b sico  de  esta  responsabilidad  extracontractual  delá  

Estado, est  en diversas disposiciones constitucionales y legales. As , el incisoá í  

4  del art culo 1 de la Carta Fundamental, se ala el principio dogm tico de° í ñ á  

servicialidad,  seg n  el  cual  El  Estado  est  al  servicio  de  la  personaú “ á  

humana . Este principio reconoce expl citamente el car cter preferente de la” í á  

persona en la Constituci n, por ello, cualquier actuaci n que realicen losó ó  

rganos del Estado deben ir en beneficio o estar enfocado en la persona.ó

El Estado no es una entidad neutral desde el punto de vista de los 

Derechos Humanos y la Constituci n Pol tica del Estado, sino que es suó í  

deber asegurar y garantizar el ejercicio de estos derechos. Por ello, el Estado 

no s lo debe reconocer los derechos fundamentales, sino que tambi n debeó é  

promoverlos; se le impone una actitud positiva frente a la vulneraci n de lasó  

garant as constitucionales, entre los cuales se encuentra el derecho a la vidaí  

y la integridad f sica y ps quica establecida en el primer numeral del art culoí í í  

19 de la Constituci n. ó

A mayor abundamiento, el inciso 2  del art culo 5 de la Constituci n,° í ó  

obliga  a  todos  los  rganos  del  Estado a  la  promoci n  de  los  Derechosó ó  

Fundamentales. As , de acuerdo al art culo 5 inciso 2  de la Constituci n, elí í ° ó  

Estado debe respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la 

naturaleza humana. Por ello, el Estado no s lo debe reconocer los derechosó  

fundamentales,  sino  que  tambi n  debe  promoverlos;  se  le  impone  unaé  
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actitud  positiva  frente  a  la  vulneraci n  de  las  garant as  constitucionales,ó í  

entre los cuales est  el derecho a la vida y la integridad f sica y ps quica.á í í  

Esta  garant a,  establecida  en  el  primer  numeral  del  art culo  19  de  laí í  

Constituci n. ó

Lo  dicho  es  propio  de  un  Estado  Democr tico  de  Derecho.á  

Precisamente, son los art culos 6 y 7 los que consagran este principio delí  

Constitucionalismo  cl sico,  seg n  el  cual  todos  son  iguales  ante  la  ley:á ú  

gobernantes y gobernados.

La naturaleza de esta responsabilidad extracontractual es de derecho 

p blico, en este sentido, la Excma. Corte Suprema ha sentenciado: Que,ú “  

tal como lo ha decidido anteriormente esta Corte, la responsabilidad del 

Estado  por  los  da os  que  causan  los  rganos  de  su  administraci nñ ó ó  

enunciada en el 11 art culo 4  de la Ley Org nica Constitucional de Basesí º á  

Generales  de  esa  Administraci n,  es  de  Derecho  P blico  y  de  car cteró ú á  

gen rico, por emanar de la naturaleza misma de su actividad en el mbitoé á  

de las  funciones que le corresponde llevar a cabo para los  fines  que le 

cometen la Constituci n Pol tica y las leyes, para lo cual debe hacer uso deó í  

las potestades, medios y acciones materiales conducentes a ellos . Por lo”  

tanto, se excluye la aplicaci n de normas civiles a los casos en que se haceó  

efectiva la responsabilidad del Estado. 

De esta manera, la responsabilidad del Estado no solo es solidaria por 

los hechos de sus agentes,  sino que, adem s, est  regida por el  derechoá á  

p blico y no por el derecho privado. ú

El Estado de Chile, ha reconocido su responsabilidad en estos hechos 

en  forma  expresa  a  trav s  del  Informe  de  la  Comisi n  Nacional  sobreé ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, y reconoce al demandante como v ctima de laó í í  

pr ctica institucional de la tortura lo cual debe servir como demostraci ná ó  

del reconocimiento del Estado de su responsabilidad. 

Las acciones judiciales  en casos  de responsabilidad del  Estado por 

delitos de lesa humanidad son imprescriptibles. As  lo ha declarado tambi ní é  

la Excma. Corte Suprema en numerosos fallos, entre ellos en la causa Rol 

N  34.111-19, de 16 de junio de 2020, que acogi  un recurso de casaci nº ó ó  

en el fondo interpuesto en contra de la sentencia que revoc  el fallo deó  

primer grado, establece que la indemnizaci n del da o producido por el“ ó ñ  
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delito,  as  como  la  acci n  para  hacerla  efectiva,  resultan  de  m ximaí ó á  

trascendencia  al  momento  de  administrar  justicia,  comprometiendo  el 

inter s  p blico y aspectos  de justicia  material.  Y a lo anterior  obliga elé ú  

Derecho Internacional, traducido en Convenios y Tratados que, por clara 

disposici n constitucional, son vinculantes, como ocurre por ejemplo y entreó  

otros, con la Convenci n de Viena sobre Derecho de los Tratados, que seó  

encuentra  vigente  en  nuestro  pa s  desde  el  27  de  enero  de  1980,  queí  

establece  en  su  art culo  27  que  el  Estado  no  puede  invocar  su  propioí  

derecho  interno  para  eludir  sus  obligaciones  internacionales,  pues,  de 

hacerlo,  comete  un  hecho  il cito  que  compromete  la  responsabilidadí  

internacional del Estado . ”

Por  otra  parte,  el  art culo  29  del  Estatuto  de  la  Corte  Penalí  

Internacional se ala que Los cr menes de la competencia de la Corte noñ “ í  

prescribir n . En esta norma no distingue entre acci n penal y acci n civilá ” ó ó  

(aquella  referida  a  obtener  la  indemnizaci n  de  perjuicios  derivado  deó  

delitos).  Reafirmando lo anterior,  el art culo 75 del mismo Estatuto (queí  

trata  de la  reparaci n a  las  v ctimas),  se ala  que "La Corte  estableceró í ñ á 

principios  aplicables  a  la  reparaci n,  incluidas  la  restituci n,  laó ó  

indemnizaci n y la rehabilitaci n, que ha de otorgarse a las v ctimas o a susó ó í  

causahabientes.

La Convenci n de Viena sobre los Tratados, Secci n Primera bajo eló ó  

t tulo de Observancia de los tratados, establece en el art culo 26 el principio:í í  

"Pacta  sunt  servanda".  Se alando:  Todo  tratado  en  vigor  obliga  a  lasñ “  

partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. , y en el art culo 27. En” í  

relaci n al derecho interno y la observancia de los tratados, establece: Unaó “  

parte  no  podr  invocar  las  disposiciones  de  su  derecho  interno  comoá  

justificaci n del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender  sinó á  

perjuicio de lo dispuesto en el art culo 46.í ”

Asimismo, esta Convenci n consagra el principio de ius cogens en eló  

art culo  53  en  los  siguientes  t rminos:  Para  los  efectos  de  la  presenteí é “  

Convenci n, una norma imperativa de derecho internacional general es unaó  

norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Estados en 

su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que s loó  
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puede  ser  modificada  por  una  norma  ulterior  de  derecho  internacional 

general que tenga el mismo car cter.á ”

Sostienen  que  concurren  todos  los  elementos  para  reparar  e 

indemnizar en concordancia con la magnitud y el tipo de delito de que fue 

v ctima: í

a) Existencia de una acci n u omisi n de un rgano del Estado. Enó ó ó  

este caso,  espec ficamente por  agentes  del  Estado,  en el  contexto de uní  

genocidio,  mediante  la  perpetraci n  de  cr menes  lesa  humanidad contraó í  

opositores, represi n pol tica, persecuci n, violencia, tortura y muerte. Noó í ó  

hubo procedimientos racionales, justicia, legalidad ni misericordia.

b) Existencia de un da o. Por el s lo hecho de haberse producido unñ ó  

crimen internacional que afecta gravemente los derechos humanos el da oñ  

se presume, especialmente el da o moral y corporal.ñ

c)  Nexo  causal.  El  da o  a  la  v ctima  emana,  justamente,  de  lañ í  

perpetraci n del delito. A consecuencia de un sistema que buscaba vulneraró  

derechos fundamentales se causaron los m s crueles sufrimientos. á

d) No existen causales de justificaci n que eximan al Estado de suó  

responsabilidad en este caso. 

Corresponde entonces que, el Estado que ha incumplido los deberes 

jur dicos m s esenciales, que por ser mandatos de justicia se correspondení á  

con la  tradici n  del  ius  cogens,  y  con  el  Derecho  Internacional  de  losó  

Derechos Humanos, deba al menos reparar. El Estado de Chile, debe así 

intentar  o  compensar  de  forma  imperfecta,  pues  el  da o  causado  esñ  

irreparable.

Solicita en definitiva se condene a la demandada al pago de la suma 

de $300.000.000, m s reajustes, intereses y costas.á

En atestado de 26 de octubre de 2021 consta notificaci nó

En presentaci n de 18 de noviembre de 2021 la demandada contestó ó 

la demanda.

En primer t rmino, opone la excepci n de reparaci n integral.é ó ó

Indica como cuesti n previa, que desde la perspectiva de las v ctimas,ó í  

la  reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rol  protag nico  en  eló ñ ó  

reconocimiento de aquella medida de justicia por tantos a os buscada. Enñ  

este  sentido  se  han  creado  programas,  que  incluyen  beneficios 
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educacionales, de salud, gestos simb licos u otras medidas an logas diversasó á  

a la  simple  entrega de  cantidad de dinero.  Indica  que en el  marco de 

discusi n de la Ley 19.123.- que estableci  la Comisi n Rettig, se propusoó ó ó  

una  serie  de  medidas  de  reparaci n  entre  las  cuales  se  encontraba  unó  

pensi n nica de reparaci n para los familiares directos de las v ctimas ,“ ó ú ó í ”  

cre ndose as  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. Laá í ó ó ó  

finalidad de la referida ley fue plasmada de manera clara, cuando dentro de 

las funciones de la Comisi n se indic  que le corresponder  especialmente aó ó á  

ella  promover  la  reparaci n del  da o moral  de las  v ctimas  a que se“ ó ñ í ”  

refiere el art culo 18. Asumida la idea reparatoria, se ala el Fisco de Chileí ñ  

que se  han establecido distintos  mecanismos  mediante  los  cuales  se  han 

concretado esta compensaci n, a saber:ó

I. Reparaciones mediante transferencias directas de dinero; Indica que 

en t rminos de costos generales para el Estado, este tipo de indemnizacionesé  

ha significado, a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la sumaí  

total de $992.084.910.400, por concepto de pensiones, bonos y desahucios. 

Se ala que desde una perspectiva indemnizatoria, una pensi n mensual esñ ó  

tambi n una forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ella comporteé  

una sucesi n de pagos por la vida del  beneficiario, ello no obsta a queó  

podamos valorizarla para poder saber cu l fue su impacto compensatorio. á

II. Reparaci n espec ficas: ó í

Indica que el actor ha recibido beneficios pecuniarios al amparo de 

las la ley 19.992 y sus modificaciones. La ley 19.992 y sus modificaciones 

estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otros beneficios a favoró ó ó ó  

de  las  personas  afectadas  por  violaciones  de  derechos  humanos 

individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados“ í ” 

de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. As , se estableció í í ó 

una pensi n anual reajustable de $1.353.798 para beneficiarios menores deó  

70 a os; de $1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y deñ á ñ  

$1.549.422, para beneficiarios mayores de 75 a os de edad. ñ

Adicionalmente, cabe consignar que el actor recibi  en forma recienteó  

el Aporte nico de Reparaci n Ley 20.874, por $1.000.000. Ú ó

III.  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobreó  

prestaciones estatales espec ficas: sostiene que en este sentido, se concedi  aí ó  
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los beneficiarios tanto de la Ley 19.234 como de la Ley 19.992, el derecho a 

gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  el  Programa  deé  

Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS), el que cuenta con accesoó ó  

gratuito a las prestaciones de la red asistencial, contando adem s con uná  

equipo especializados y multidisciplinario de salud de atenci n exclusiva aó  

los beneficiarios del Programa. Se ala que se establecen tambi n beneficiosñ é  

educacionales  consistentes  en la continuidad gratuita  de estudios  b sicos,á  

medios  o  superiores.  Asimismo,  se  concedieron  beneficios  en  vivienda, 

correspondientes al acceso a subsidios de vivienda.

IV. Reparaciones simb licas: ó Arguye que en la materia, la doctrina se 

ha  inclinado  por  estimar  que  la  indemnizaci n  del  da o  moral  tieneó ñ  

precisamente un car cter satisfactivo, consistente en dar a la v ctima unaá í  

satisfacci n,  ayuda  o  auxilio,  que  le  permita  atenuar  sus  efectos,ó  

moriger ndolos  o  haci ndolos  m s  soportables.  En  esta  compleja  tarea,á é á  

destaca la  ejecuci n de diversas  obras de reparaci n simb lica como lasó ó ó  

siguientes: 

a) La construcci n del Memorial del Cementerio General en Santiagoó  

realizada en el a o 1993;ñ

b)  El  establecimiento,  mediante  el  Decreto  N  121,  del  Ministerio°  

Secretar a General de la Presidencia, de 10 de octubre de 2006, del D aí í  

Nacional del Detenido Desaparecido. Se elige el d a 30 de agosto de cadaí  

a o en atenci n a que la Federaci n Latinoamericana de Asociaciones deñ ó ó  

Familiares  de  Detenidos  Desaparecidos  ha  instituido  este  d a  como  d aí í  

internacional del detenido desaparecido. 

c)  La  construcci n  del  Museo  de  la  Memoria  y  los  Derechosó  

Humanos. Esta obra fue inaugurada el 11 de enero de 2010 y su objetivo es 

dar cuenta de las violaciones a los derechos humanos cometidas entre los 

a os  1973  y  1990  y  que  quedaron  plasmados  en  im genes,  conos,ñ á í  

documentos o monumentos. 

d) El establecimiento, mediante Ley N  20.405, del Premio Nacional°  

de los Derechos Humanos. 

e) La construcci n de diversos memoriales y obras a lo largo de todoó  

el  pa s  y  en  lugares  especialmente  importantes  para  el  recuerdo  de  lasí  

Infracciones  a  los  DDHH tales  como Villa  Grimaldi  y  Tocopilla,  entre 
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otras.  Destacan,  el  Memorial  de  los  prisioneros  de  Pisagua  en  el“ ”  

Cementerio  de  esa  ciudad;  el  Mausoleo  Para  que  nunca  m s  en  el“ á ”  

Cementerio 3 de Iquique; el Memorial Si estoy en tu memoria, soy parte“  

de la historia  en las afueras del Cementerio Municipal de Tocopilla; el”  

Memorial  Parque  para  la  Preservaci n  de  la  Memoria  Hist rica  de“ ó ó  

Calama" en el camino a San Pedro de Atacama; el Memorial en homenaje 

a 31 v ctimas de Antofagasta en la puerta principal del Cementerio Generalí  

de la ciudad; el Memorial en homenaje a los Detenidos Desaparecidos y“  

Ejecutados Pol ticos de la Regi n de Atacama  en el Frontis del Cementerioí ó ”  

Municipal de esa ciudad; el Memorial por los Detenidos Desaparecidos y“  

Ejecutados Pol ticos  en la Plaza de Armas de Curacav ; el Memorial a lasí ” í “  

v ctimas  detenidas  desaparecidas  y  ejecutadas  pol ticas  del  Partidoí í  

Socialista  en  la  sede  de  este  partido;  el  "Memorial  de  Detenidos”  

Desaparecidos  y  Ejecutados  Pol ticos  de  Talca"  en  esa  ciudad;  y  elí  

"Memorial Escult rico de los Derechos Humanos de Punta Arenas" en eló  

Cementerio Municipal de esa ciudad.

En conclusi n, el  c mulo de reparaciones indicadas han producidoó ú  

satisfacci n de los mismos da os cuya reparaci n, por lo cual, al haberseó ñ ó  

compensado precisamente aquellos da os, no pueden entonces, se exigidosñ  

nuevamente.  El  referido  criterio,  ha  sido  atendido  por  la  Corte 

Interamericana de los Derechos Humanos, ordenando incluso, el no pago 

de una compensaci n econ mica por concepto de da o moral.ó ó ñ

En segundo lugar, la demandada opuso la excepci n de ó prescripci nó  

extintiva  de  la  acci n  de  indemnizaci n  de  perjuicios,  con  arreglo  a  loó ó  

dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, en relaci n con lo dispuestoí ó ó  

en el art culo 2497 del mismo C digo. í ó

Conforme  al  relato  efectuado  por  el  actor,  la  detenci n  ilegal,ó  

apremios y tortura que sufri , ocurri  desde el d a 7 de septiembre de 1983,ó ó í  

hasta  el  d a  17  de  noviembre  de  1992,  en  que  sali  al  exilio,  coní ó  

extra imiento,  por  lo  que  aun  entendiendo  suspendida  la  prescripci nñ ó  

durante el per odo de la dictadura militar, iniciada en septiembre de 1973,í  

por la imposibilidad de las propias v ctimas de ejercer las acciones legalesí  

correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci n de laó  

democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda de autos, esto es, el ó 26 
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de  octubre  de  2021,  igualmente  ha  transcurrido  en  exceso  el  plazo  de 

prescripci n  extintiva  que  establece  el  citado  art culo  2.332  del  C digoó í ó  

Civil. En subsidio, opone la excepci n de prescripci n extintiva de 5 a osó ó ñ  

contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2.515, en relaci ní ó  

con el art culo 2.514 del C digo Civil. í ó

Argumenta la demandada que por regla general, todos los derechos y 

acciones son prescriptibles y por tanto la imprescriptibilidad es excepcional y 

requiere siempre declaraci n expl cita, la que en este caso no existe. Agregaó í  

que la prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico, como seó ó ú  

pude desprender del art culo 2494 del C digo Civil.í ó

Indica que la prescripci n, tiene el car cter de estabilizadora, respectoó á  

a la certeza de las relaciones jur dicas, no teniendo como finalidad principalí  

la sanci n o beneficio para el acreedor o el deudor de la obligaci n; sinoó ó  

que ordena y coloca un necesario l mite en el tiempo para que se deduzcaí  

en juicio  la  acci n  correspondiente.  En tal  sentido,  se ala  el  Fisco que,ó ñ  

nuestra  Excelent sima  Corte  Suprema,  dict  el  21  de  enero  de  2013í ó  

sentencia de Unificaci n de Jurisprudencia de demandas de indemnizaci nó ó  

de perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechos acaecidos entre el 11 

de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990. En la referida sentencia, 

el m ximo Tribunal lleg , en resumen, a las siguientes conclusiones:á ó

1 ) Que el principio general que debe regir la materia es el de la°  

prescriptibilidad  de  la  acci n  de  responsabilidad  civil,  de  modo  que  laó  

imprescriptibilidad debe, como toda situaci n excepcional,  ser establecidaó  

expresamente y no construida por analog a o interpretaci n extensiva.í ó

2 ) Que los tratados internacionales invocados, especialmente el Pacto°  

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos; la Convenci n Americana deí ó  

Derechos  Humanos;  el  Convenio  de  Ginebra  sobre  Tratamiento  de  los 

Prisioneros de Guerra y la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losó  

Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad, no contienení í  

norma  alguna  que  declare  imprescriptible  la  responsabilidad  civil; 

estableciendo, solo alguno de ellos, la imprescriptibilidad en responsabilidad 

penal.

3 ) Que no existiendo una norma especial que determine qu  plazo° é  

de prescripci n debe aplicarse en estos casos,  debe recurrirse al  derechoó  
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com n, que en esta materia est  representado por la regulaci n del C digoú á ó ó  

Civil, relativa a la responsabilidad extracontractual, y en particular por el 

art culo 2332 que fija un plazo de cuatro a os desde la perpetraci n delí ñ ó  

acto.

4 )  Que,  no  obstante  la  letra  de  dicho  precepto,  el  plazo  debe°  

contarse  no  desde  la  desaparici n  del  secuestrado,  sino  desde  que  losó  

titulares de la acci n indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron conó  

la  informaci n  necesaria  y  pertinente  para  hacer  valer  el  derecho  aló  

resarcimiento del da o ante los tribunales de justicia.ñ

Indica el Fisco que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea suó  

origen, no tiene jam s un car cter sancionatorio o punitivo, por lo que está á á 

sometido a la instituci n de la prescripci n, como tambi n ocurre con laó ó é  

acci n  de  contenido  patrimonial  que  persigue  hacer  efectiva  laó  

responsabilidad extracontractual del Estado. En efecto, basta con considerar 

que el derecho a indemnizaci n puede ser y ha sido objeto de actos deó  

disposici n, tales como renuncia o transacci n incluso en materia de losó ó –  

Derechos  Humanos-,  por  lo  que  no  existe  fundamento  plausible  para 

estimar que dichas acciones son ajenas a la instituci n de la prescripci n.ó ó

Respecto a las alegaciones expuestas por las demandantes, en relaci nó  

a la imprescriptibilidad de las acciones patrimoniales planteadas, conforme 

al  derecho  internacional  de  los  derechos  humanos,  se ala  que  lañ  

Convenci n  sobre  la  Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y“ ó í  

Cr menes de Lesa Humanidad , aprobada por Resoluci n N 2.391 de 26í ” ó °  

de Noviembre de 1968 y en vigor desde el a o 1970, en el cual, como lo hañ  

reconocido la Excma. Corte Suprema, ninguno de sus preceptos declara la 

imprescriptibilidad de las acciones civiles para perseguir la responsabilidad 

pecuniaria  del  Estado.  A  su  vez,  los  Convenios  de  Ginebra  de  1949, 

ratificado  por  Chile  en  1951,  se  refieren  exclusivamente  a  las  acciones 

penales para perseguir la responsabilidad de los autores de los delitos de 

cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, de modo tal que noí í  

vale extender la imprescriptibilidad a las acciones civiles indemnizatorias, tal 

como ha resuelto el M ximo Tribunal. Agrega que la Resoluci n N 3.074á ó °  

de  3  de  diciembre  de  1973,  de  la  Asamblea  General  de  Las  Naciones 

Unidas,  se  refiere  tambi n  exclusivamente  a  las  acciones  penales  paraé  
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perseguir la responsabilidad de los autores de los delitos de cr menes deí  

guerra  y  cr menes  contra  la  humanidad.  Ahora  bien,  la  Resoluci ní ó  

N 60/147 de  marzo de  2006 de  la  Asamblea  General  de  las  Naciones°  

Unidas, que contiene los principios y directrices b sicas sobre el derecho de“ á  

las  v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normas  internacionales  deí  

derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del  derecho  internacional 

humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones ,  la  que  a”  

diferencia de lo que acontece en materia penal, reconoce la legitimidad y 

procedencia  de  la  prescripci n  en  el  derecho  interno  de  los  Estados.ó  

Finalmente se ala que la Convenci n Americana de Derechos Humanos, noñ ó  

obstante no ser aplicable al caso sublite ya que fue promulgada el a o– ñ  

1991-,  esta  normativa  no  establece  la  imprescriptibilidad  en  materia 

indemnizatoria. Agrega que el art culo 63.1 de dicha convenci n, la cual leí ó  

entrega a la Corte Interamericana la competencia para imponer condenas 

de  reparaci n  por  da os,  no  excluye  la  aplicaci n  del  derecho  internoó ñ ó  

nacional ni de la instituci n de la prescripci n en Chile. El an lisis antesó ó á  

descrito,  ha  sido  recogido  por  nuestra  jurisprudencia.  No  habiendo,  en 

consecuencia,  norma  expresa  de  derecho  internacional  de  derechos 

humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dicoí  

interno,  que  disponga  la  imprescriptibilidad  en  materia  civil,  indica  la 

demandada, que este tribunal no puede apartarse del claro mandato de la 

ley interna al resolver esta contienda y aplicar las normas contenidas en los 

art culos 2.332 y 2.497 del C digo Civil,  que establecen las reglas sobreí ó  

prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado.

En cuanto  al  da o e  indemnizaci n  reclamada,  la  entidad Estatalñ ó  

se ala  que,  en  t rminos  generales,  sta  tiene  por  objeto  restablecer  elñ é é  

equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctima un valorí í  

equivalente a la cuant a del da o sufrido, para ponerla en el mismo estadoí ñ  

que ten a antes del acto da oso, no pudiendo constituir nunca una fuente deí ñ  

lucro o ganancia, por lo tanto, la suma pedida es, a juicio de la demandada, 

excesivo teniendo en consideraci n las acciones y medidas de reparaci nó ó  

adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montos promedios 

fijados por nuestros tribunales de justicia que, en este aspecto, han actuado 

con mucha prudencia. 
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En subsidio de las alegaciones realizadas, solicita que la regulaci n deló  

da o moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardarñ  

armon a con los montos establecidos por los tribunales.í

Respecto  a  los  reajustes  e  intereses,  se ala  que  stos  solo  puedenñ é  

devengarse en el caso de que la sentencia haga lugar a la demanda y desde 

que sta se encuentre firme y ejecutoriada.é

En presentaci n de 22 de noviembre de 2021 consta r plica.ó é

Respecto  a  la  excepci n  de  reparaci n  integral  indica  que  losó ó  

beneficios  y  pagos  a  que  hace  referencia  el  demandando  constituyen 

beneficios  sociales  y  asistenciales  que  no  excluyen  que  la  v ctima  deí  

cr menes cometidos por agentes del Estado pueda demandar por da os ení ñ  

sede  jurisdiccional.  Es  la  propia  Ley  N 19.123 la  que  en  su  art culo  2° í  

establece  que  Le  corresponder  especialmente  a  la  Corporaci n  ( )“ á ó …  

Promover la reparaci n del da o moral de las v ctimas . Es decir, el da oó ñ í ” ñ  

moral no est  reparado por la sola dictaci n de esa ley, el  legislador leá ó  

impone al Estado la promoci n de la reparaci n . Luego el art culo 24 es“ ó ó ” í  

expl cito en establecer que la pensi n de reparaci n puede ser compatibleí ó ó  

con  cualquiera  otra,  de  cualquier  car cter,  de  que  goce  o  pudiereá  

corresponder al respectivo beneficiario.

Cita  fallo  de  la  Corte  Suprema  de  6  de  agosto  de  2018  en  rol 

N 41544-2017 y de 8 de agosto de 2016 en rol N 24.290-2016.° °

La  reparaci n  ntegra  de  los  da os  sufridos  por  violaciones  a  losó í ñ  

derechos  humanos  es  un  principio  del  derecho  internacional  p blico,ú  

reconocido  en  el  sistema  interamericano  de  derechos  humanos.  En  ese 

contexto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en materia de 

reparaciones  por  delitos  de  lesa  humanidad,  en  la  sentencia  del  caso 

rdenes Guerra y otros vs. Chile reiter  la doctrina fijada en caso Garc aÓ ó í  

Lucero vs Chile en orden a que los programas administrativos de reparaci nó  

no pod an obstaculizar el acceso a la reparaci n judicialmente establecida.í ó  

Agreg  que  ambos  tipos  de  indemnizaciones  pod an  leg timamenteó í í  

considerarse como diferentes o complementarias, o sea, podr a tomarse en“ í  

cuenta, en una v a lo otorgado en la otra , pero no podr a significar elí ” í  

cierre de la v a judicial.í
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Trat ndose  de  la  excepci n  de  prescripci n,  argumenta  que  elá ó ó  

principio  de  la  responsabilidad  del  Estado,  est  consagrado  en  laá  

Constituci n Pol tica de la  Rep blica,  inciso segundo del  art culo 38 enó í ú í  

concordancia  con  el  art culo  4  del  D.F.L.  N 19.653,  que  fij  el  textoí ° ó  

refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  Ley  N 18.575,  Org nicaº á  

Constitucional  de Bases  Generales  de la  Administraci n del  Estado,  queó  

se ala: el Estado es responsable por los da os que causaren los rganos deñ “ ñ ó  

la  Administraci n  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  lasó  

responsabilidades  que  pudieran  afectar  al  funcionario  que  la  hubiere 

ocasionado .”

El demandado cita como argumentaci n para aplicar las normas deló  

C digo Civil  un hist rica  sentencia de unificaci n de jurisprudencia  deó “ ó ó  

demandas de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile poró  

hechos acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 

1990 , refiri ndose a una sentencia de 2013. Respecto a esta afirmaci n que” é ó  

realiza el demandado si bien ello es cierto, la m s reciente jurisprudencia deá  

la  Excma.  Corte  ha  variado  el  criterio  otorg ndole  el  car cter  deá á  

imprescriptibles a las acciones civiles que derivan de los cr menes de Lesaí  

Humanidad atentatorios contra los Derechos Humanos concediendo as  laí  

correspondiente  indemnizaci n,  de  suerte  basta  revisar  la  abundanteó  

jurisprudencia se alada en el escrito de demanda.ñ

Cita sentencia de la Corte Suprema de 25 de octubre de 2021 en rol 

N 32.907-2018.°

La fuente de la responsabilidad civil, trat ndose de una violaci n a losá ó  

derechos humanos, est  en normas y principios de derecho internacional deá  

derechos humanos. En efecto, de acuerdo a los art culos 1.1 en relaci n alí ó  

63.1  de  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  cuando  haó  

habido una violaci n a los derechos humanos surge para el Estado infractoró  

la obligaci n de reparar con el pago de una justa indemnizaci n a la parteó ó  

lesionada. Tal como se ha expuesto, no resultan aplicables a estos efectos las 

normas del C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunesó ó  

de indemnizaci n de perjuicios, como pretende el demandado, pues ellasó  

contradicen lo dispuesto en la normativa internacional.
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En cuanto al da o e indemnizaci n reclamada, refiere que la historiañ ó  

de la vida del actor qued  marcada por la tortura, la persecuci n, la prisi nó ó ó  

pol tica  y  el  exilio.  El  sufrimiento  soportado  por  el  demandante  esí  

inconmensurable, cuyas huellas f sicas y morales persisten hasta el d a deí í  

hoy, vivi  una experiencia traum ticamente violenta, que tiene su origen enó á  

la actuaci n de agentes del Estado, en el marco de una pol tica criminal queó í  

puso  al  Estado  al  servicio  del  crimen.  Los  antecedentes  acreditan  la 

existencia de un da o extra patrimonial que debe ser resarcido en toda suñ  

extensi n,  es  decir,  ha  de  ser  proporcional  al  perjuicio  y  derivarseó  

necesariamente del hecho que lo genera. Sobre cifras, hemos se alado lasñ  

que  hemos  indicado  pues  una  demanda  indemnizatoria  nos  exige 

pretensiones  concretas.  Pero,  no  hay  dinero  que  supla  el  dolor 

experimentado por el demandante y por eso finalmente se alamos que seañ  

esta judicatura la determine en justicia y equidad.

En presentaci n de 1 de diciembre de 2021 consta d plica.ó ú

Por resoluci n de 13 de diciembre  de 2021 se recibi  la  causa aó ó  

prueba.

Por resoluci n de 1 de septiembre de 2022 se cit  a las partes a o ró ó í  

sentencia. 

CONSIDERANDO

PRIMERO:  Que  la  detenci n  ilegal  y  arbitraria  y  la  tortura  deó  

personas ha sido catalogado como un crimen de lesa humanidad, esto es, 

est n dirigidos a afectar la vida misma de las personas en su aspecto m sá á  

b sico y trascendente, del cual los pa ses, entre los que se encuentra Chile,á í  

se han comprometido a evitar y, una vez producidos, sancionar. Siendo este 

caso de particular gravedad por cuanto no se encuentra discutido por la 

demandada que el actor, ha sido v ctima de violaciones a de sus derechosí  

humanos, cometidos por agentes del Estado.

SEGUNDO:  Que  para  acreditar  sus  pretensiones  la  parte 

demandante vino en acompa ar la siguiente prueba documental:ñ

-  n mina de personas reconocidas como v ctimas por la Comisi nó í ó  

Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  en  la  que  don  Hugo  Jorgeó í  

Marchant Moya figura bajo el N 14.030. °
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- informe emitido por Instituto Nacional de Derechos Humanos que 

contiene los antecedentes que la Comisi n Valech sobre el actor.ó

- certificado psicol gico y social de da o, emitido por el Centro deó ñ  

Salud Mental y Derecho Humanos el 24 de enero de 2022, suscrito por 

Fresia Alejandra Vargas Neira,  psic loga cl nica, y Jos  Miguel Guzm nó í é á  

Rojas, director ejecutivo, respecto del actor. 

TERCERO: Que adem s  de  la  documental  ya  rese ada,  la  parteá ñ  

demandante rindi  la siguiente prueba testimonial: ó

- do a Ana Mar a Carre o Aguilera, se ala que el actor iba siempre añ í ñ ñ  

comprar a su casa, en la comuna de Conchal , pues sus pap s ten an unaí á í  

librer a y de ah  lo conoc a y en septiembre de 1983 supieron que lo hab aní í í í  

tomado detenido y a ra z de esa detenci n estuvo en calidad de detenidoí ó  

desparecido  como 15  d as,  sin  que  nadie  supiera  como estaba,  en  esteí  

periodo  fue  torturado  y  flagelado  por  agentes  del  Estado.  Supo  que  lo 

hab an torturado, le dec an que lo iban a ejecutar porque le iban a hacerí í  

Consejo de Guerra. Tambi n supo que lo torturaron con su hija y con sué  

esposa. Luego que estuvo detenido, supo por intermedio de la familia que 

hab a sido desterrado a Finlandia, donde se fue con su hijo y su esposa, ahí í 

estuvieron muchos a os y despu s regres  a Chile a tratar de vivir una vidañ é ó  

normal con su gente. El actor estuvo 10 a os privado de libertad, entre elñ  

cuartel  Borgo o  y  la  c rcel  de  alta  seguridad.  Los  apremios  fueronñ á  

cometidos  por  agentes  del  estado,  en espec fico,  la  Central  Nacional  deí  

Inteligencia. En cuanto a los da os sufridos, refiere que el actor llora conñ  

mucha facilidad cuando recuerda los hechos. Tiene adem s secuelas f sicasá í  

en el rostro y le cuesta caminar. Agrega que a su mujer tambi n la tomaroné  

detenida con sus hijos.

- do a Sonia Susana Arratia Reyes, relata que al actor lo tomaronñ  

detenido junto a su se ora y sus hijos en el a o 1983 y sometido a torturas.ñ ñ  

Lo conoc a desde ni o donde viv an en la comuna de Conchal .  Estuvoí ñ í í  

como 9 a os privado de libertad y posteriormente lo exiliaron en Finlandia.ñ  

Le consta porque el actor se lo relat  y adem s lo visit  en la c rcel variasó á ó á  

veces. Estuvo detenido en el cuartel  Borgo o y que los apremios fueronñ  

cometidos por la CNI. Los hechos descritos le provocaron da o psicol gico,ñ ó  

con tratamiento hasta el d a de hoy, adem s de secuelas f sicas. í á í
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CUARTO: Que por su parte, la parte demandada acompa  a losñó  

autos  ordinario  N 4792-6945,  de  18  de  mayo  de  2022,  emitido  por  el°  

Instituto de Previsi n Social, que informa beneficios de reparaci n a favoró ó  

del demandante en su calidad de v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura.í ó í

QUINTO:  Que  de  los  documentos  acompa ados,  fluye  que  donñ  

Hugo Jorge Marchant Moya, fue detenido ilegalmente por agentes estatales 

el 7 de septiembre de 1983, en la ciudad de Santiago, sometido a crueles 

torturas f sicas y psicol gicas que le causaron gran da o, con secuelas en suí ó ñ  

desarrollo emocional, lo que ha sido reconocido por el propio Estado como 

violaciones a los derechos humanos, circunstancias por las cuales se le ha 

dado el car cter de v ctima en documentos oficiales.á í

SEXTO:  Que  en  cuanto  a  ser  el  actor,  beneficiario  de  las  Ley 

N 19.992 que le otorga una pensi n, en efecto sta y otras reparaciones° ó é  

simb licas , son reparaciones satisfactivas que emanan de los Principios y“ ó ”  

Directrices fijados por las Naciones Unidas en el a o 2005, como est ndaresñ á  

m nimos de reparaci n en su aceptaci n gen rica, que est n dirigidos a darí ó ó é á  

cuenta  de  constricci n  p blica  y  apoyo  inmediato  a  las  v ctimas  deó ú í  

violaciones a sus derechos humanos, pero que no quedan agotados all , alí  

punto,  que  incluso  la  Corte  Interamericana  ha  sostenido  que  las 

reparaciones  pecuniarias  pueden  ser  reclamadas  al  Estado,  no  obstante 

haber sido dirigidas acciones contra los responsables directos, por lo que 

parece atendible que no pueda impedirse, en primer lugar, el ejercicio de la 

acci n  de  indemnizaci n  por  da o moral  a  los  tribunales  ordinarios  deó ó ñ  

justicia, m s a n si las transgresiones que han dado origen a la pretensi ná ú ó  

reparatoria, se realizaron como acci n de plan de gobierno contra civiles.ó

S PTIMO: Que por lo dem s, en el caso espec fico de que se trata,É á í  

tampoco ha sido demostrado por la demandada que haya sido compensado 

el da o presuntamente generado, ni siquiera por acciones generales, ya queñ  

el solo hecho de haberse realizado por el Estado obras de car cter universal,á  

no conlleva necesariamente la mitigaci n individual del afectado.ó

OCTAVO: Que tambi n se ha se alado por la demandada que laé ñ  

acci n  indemnizatoria  se  encuentra  prescrita,  por  cuanto  el  secuestro  yó  

torturas tuvo lugar entre el a o 1983 y 1992, y que aun cuando se estimarañ  

que el plazo debe contarse desde el retorno del gobierno democr tico oá  
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desde el Informe de Verdad y Reconciliaci n, los 4 a os que prescribe eló ñ  

art culo 2332 del C digo Civil o incluso los 5 a os del art culo 2515 delí ó ñ í  

mismo cuerpo legal, habr an transcurrido largamente hasta la fecha de laí  

notificaci n de la presente demanda civil, al Fisco de Chile, ocurrido el 26ó  

de octubre de 2021.

NOVENO: Que lo anterior ser a de este modo si se atendiera a lasí  

normas de derecho privado, ya que en efecto desde la mirada positivista de 

resguardo del derecho de propiedad y la libre circulaci n de los bienes, esó  

decir, desde la protecci n patrimonial, tanto al Fisco como a los privados,ó  

deben ser tratados en igualdad de condiciones y aplic rsele la instituci n deá ó  

la  prescripci n para adquirir  bienes  y extinguir  deudas.  As  lo se al  eló í ñ ó  

propio Bello en el Mensaje del C digo Civil, cuando expresa Innovacionesó “  

no  menos  favorables  a  la  seguridad  de  las  posesiones  y  al  cr ditoé  

encontrar is en el t tulo De la Prescripci n .é í ó ”

D CIMO: Que, sin embargo lo indicado, Chile forma parte de unaÉ  

comunidad internacional que ha establecido no solamente establecer en los 

instrumentos  internacionales  que  los  rigen,  un  beneficio  mutuo  como 

Estados  contratantes,  sino  con un objeto y  fin  determinado,  cual  es  la“  

protecci n  de  los  derechos  fundamentales  de  los  seres  humanos,ó  

independiente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como 

frente  a  los  otros  Estados  contratantes.  Al  aprobar  estos  tratados  sobre 

derechos humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual 

ellos, por el bien com n, asumen varias obligaciones, no en relaci n conú ó  

otros  Estados,  sino  hacia  los  individuos  bajo  su  jurisdicci n  ( )ó … 1 .  Lo”  

anterior implica establecer en la base del an lisis y aplicaci n delá ó  concepto 

de responsabilidad a la v ctima y al principio Pro Persona, esto es, debiendoí  

preferir, privilegiar o favorecer la aplicaci n de aquella norma que otorgue“ ó  

una mayor protecci n a los derechos de la persona, independientemente sió  

dicha norma se encuentra en un tratado internacional o en una disposici nó  

de derecho interno2 .”

1 Corte IDH. OC-2/82, citado en Tratado Jurisprudencial de Derecho Administrativo. Responsabilidad 
Internacional  del  Estado  en  la  Jurisprudencia  Internacional  y  la  Experiencia  Chilena ,  Tomo XVII.”  
Claudio Nash, p g. 12.á
2 Op. Cit, p g. 13, cita propia de ponencia en el Centro de Estudios Constitucionales Universidad deá  
Talca, septiembre de 2012.
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UND CIMO: Que en efecto las Naciones Unidas aprobaron, en elÉ  

a o 2005, los Principios y Directrices relativos a los derechos de las v ctimasñ í  

en casos de violaciones a los derechos humanos y derecho internacional 

humanitario, se alando que debe darse a las v ctimas una reparaci n plenañ í ó  

y efectiva, restituci n, indemnizaci n, rehabilitaci n, satisfacci n y garant aó ó ó ó í  

de no repetici n. ó

DUOD CIMO:  Que  entonces  el  imperativo  de  protecci n  yÉ ó  

reparaci n en casos de violaci n a los derechos humanos emana del derechoó ó  

internacional y es un principio del Derecho Internacional P blico aplicableú “  

directamente en el sistema normativo nacional frente al incumplimiento de 

obligaciones internacionales y posee una base normativa de rango superior a 

la ley civil”3.

D CIMO TERCERO: Que la Constituci n Pol tica de la Rep blicaÉ ó í ú  

en su art culo 5  inciso 2  se ala que La soberan a reside esencialmente ení ° ° ñ “ í  

la Naci n. Su ejercicio se realiza por el pueblo a trav s del plebiscito y deó é  

elecciones peri dicas y, tambi n, por las autoridades que esta Constituci nó é ó  

establece. Ning n sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse seú  

su ejercicio.

El ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los 

rganos del Estado respectar y promover tales derechos, garantizados poró  

esta Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados poró í  

Chile y que se encuentren vigentes .”

D CIMO  CUARTO:  Que  los  art culo  6  y  7  de  la  CartaÉ í  

Fundamental  disponen  el  principio  de  legalidad  de  los  actos  estatales, 

estableciendo  expresamente  la  nulidad  de  aquellos  que  se  aparten  del 

mandato constitucional  -y  por  aplicaci n  del  art culo 5  de los  Tratadosó í  

Internacionales- generando responsabilidad y sanciones. 

D CIMO QUINTO: Que la Convenci n sobre la ImprescriptibilidadÉ ó  

de  los  Cr menes  de  Guerra  y  de  los  Cr menes  de  Lesa  Humanidad,í í  

establece en su art culo 1 que estos son imprescriptibles, cualquiera que seaí “  

la fecha en que se hayan cometido .”

3 “Tratado Jurisprudencial  de Derecho Administrativo. Responsabilidad Internacional del Estado en la 
Jurisprudencia Internacional y la Experiencia Chilena , Tomo XVII. Claudio Nash Rojas, P g. 134.” á
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D CIMO SEXTO: Que a su vez  el  Convenio  de  Ginebra  sobreÉ  

tratamiento de los Prisioneros de Guerra, se ala en su art culo 29 que lasñ í “  

Altas  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  tomar  todas  las  oportunas 

medidas legislativas para determinar las adecuadas sanciones penales que se 

han de aplicar a las personas que hayan cometido, o dado orden de cometer 

una  cualquiera  de  las  infracciones  graves  contra  el  presente Convenio 

definidas en el art culo siguiente. Cada una de las partes contratantes tendrí á 

la  obligaci n  de  buscar  a  las  personas  acusadas  de  haber  cometido,  uó  

ordenado cometer, una quiera de las infracciones graves y deber  hacerlasá  

comparecer  ante  los  propios  tribunales,  sea  cual  fuere  su  nacionalidad. 

Podr  tambi n, si lo prefiere, y seg n las condiciones provistas en la propiaá é ú  

legislaci n, entregarlas para que sean juzgadas por otra Parte Contratanteó  

interesada, si sta ha formulado contra ellas cargos suficientes Cada Parteé  

Contratante tomar  las oportunas medidas para que cesen, aparte de lasá  

infracciones graves definidas en el art culo siguiente, los actos contrarios aí  

las disposiciones del presente Convenio. Los inculpados se beneficiar n, ená  

todas las circunstancias, de garant as de procedimiento y libre defensa, queí  

no podr n ser inferiores a las previstas en los art culos 105 y siguientes delá í  

presente Convenio.”

A su vez, el art culo 130 expresa que Las infracciones graves a lasí “  

que se refiere el art culo anterior son las que implican uno cualquiera de losí  

actos siguientes si se cometen contra personas o bienes protegidos por el 

Convenio:  el  homicidio  intencional,  la  tortura  o  los  tratos  inhumanos, 

incluidos los experimentos biol gicos, el hecho de causar deliberadamenteó  

grandes sufrimientos o de atentar gravemente contra la integridad f sica o laí  

salud, el hecho de forzar a un prisionero de guerra a servir a las fuerzas 

armadas de la Potencia enemiga, o el hecho de privarlo de su derecho a ser 

juzgado  legitima  e  imparcialmente  seg n  las  prescripciones  del  presenteú  

Convenio.”

Y  el  art culo  131  establece  Ninguna  Parte  Contratante  podrí “ á 

exonerarse, ni exonerar a otra Parte Contratante, de las responsabilidades 

en que haya incurrido ella misma y otra parte Contratante a causa de las 

infracciones previstas en el art culo anterior .í ”
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D CIMO  S PTIMO:  Que  la  Convenci n  Americana  de  losÉ É ó  

Derechos del Hombre en su art culo 1 prescribe que Los Estados Partes deí “  

esta  Convenci n  se  comprometen  a  respetar  los  derechos  y  libertadesó  

reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 

que est  sujeta a su jurisdicci n, sin discriminaci n alguna por motivos deé ó ó  

raza, color, sexo, idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otraó í  

ndole, origen nacional o social, posici n econ mica, nacimiento o cualquierí ó ó  

otra condici n social.ó

Para los efectos de esta convenci n, persona es todo ser humano .ó ”

D CIMO OCTAVO:  Que  por  ltimo,  la  Convenci n  de  VienaÉ ú ó  

sobre los Derecho de los Tratados, indica en su art culo 27 en cuanto alí  

derecho interno y la observancia de los tratados, que Una Parte no podr“ á 

invocar  las  disposiciones  de  su  derecho  interno  como  justificaci n  deló  

incumplimiento de un tratado. Esta norma se entender  sin perjuicio de loá  

dispuesto en el art culo 46 . í ”

D CIMO  NOVENO:  Que  la  obligaci n  de  reparaci n  ntegraÉ ó ó í  

entonces emana de la aplicaci n preferente al derecho internacional de losó  

derechos humanos para cumplir los compromisos que el Estado chileno ha 

contra do y aplicar dichos tratados de buena feí 4.  Normas internacionales 

que son de aplicaci n preferente en nuestro ordenamiento interno, al tenor“ ó  

de lo que dispone el art culo 5  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ° ó í ú  

por sobre aquellas disposiciones de orden jur dico nacional que posibilitar aní í  

aludir las responsabilidades en que ha incurrido el Estado chileno y que 

invoca  el  Consejo  de  Defensa  del  Estado  en  resguardo  de  los  intereses 

fiscales ( )… 5 .”

VEG SIMO: Que en este caso se trata entonces de un crimen de lesaÉ  

humanidad en que las acciones de reparaci n integral  no han prescrito,ó  

puesto que la condici n de imprescriptibilidad de la acci n indemnizatoriaó ó  

en este caso, emana de la naturaleza de los bienes jur dicos protegidos a laí  

luz de los principios generales del derecho internacional que tiene rango 

supra legal, por aplicaci n del art culo 5 de la Constituci n Pol tica de laó í ó í  

Rep blica, ya citado; sin que pueda invocarse derecho interno de menorú  

4 Op. Cit. P g. 161á
5 Caso lvaro Corval n Castilla con Fisco de ChileÁ á .
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jerarqu a para desatenderlas. Por lo cual tambi n las alegaciones principal yí é  

subsidiaria de prescripci n de la acci n de responsabilidad. ó ó

VIG SIMO PRIMERO: Que conforme se ha probado y reconocido,É  

las acciones delictuales fueron cometidas por agentes del Estado; siendo su 

actuar una contravenci n directa a las normas del derecho internacional yó  

los principios constitucionales de los art culo 6 y 7.í

VIG SIMO SEGUNDO:  Que  el  art culo  38  de  la  Constituci nÉ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica  se ala  que  Una  ley  org nica  constitucionalí ú ñ “ á  

determinar  la organizaci n b sica de la Administraci ná ó á ó  P blica, garantizarú á 

la carrera funcionaria y los principios de car cter t cnico y profesional ená é  

que  deba  fundarse,  y  asegurar  tanto  la  igualdad  de  oportunidades  deá  

ingreso  a  ella  como  la  capacitaci n  y  el  perfeccionamiento  de  susó  

integrantes.

Cualquier  persona  que  sea  lesionada  en  sus  derechos  por  la 

Administraci n  del  Estado,  de  sus  organismos  o  de  las  municipalidades,ó  

podr  reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de laá  

responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el 

da o . ñ ”

VIG SIMO  TERCERO:  Que  de  esta  manera,  encontr ndoseÉ á  

acreditado el il cito, la responsabilidad del Estado y la circunstancia de queí  

la  detenci n  y  tortura  de  la  v ctima,  no  habr a  tenido  lugar  si  laó í í  

intervenci n de funcionarios estatales no se hubiera producido, solo quedaó  

dar por establecida la responsabilidad del Estado de Chile en el secuestro y 

apremios f sicos y psicol gicos infligidos a don Hugo Jorge Marchant Moya.í ó

VIG SIMO  CUARTO:  Que  la  responsabilidad  trae  consigo  laÉ  

indemnizaci n de los perjuicios causados, reparaci n que se ha solicitado enó ó  

relaci n al da o moral sufrido por el actor.ó ñ

VIG SIMO QUINTO: Que para acreditar el da o moral sufrido seÉ ñ  

tendr  en cuenta la testimonial rendida, y el informe m dico y psicol gicoá é ó  

que  se  refiere  a  las  afectaciones  f sicas  y  emocionales  sufridas  por  elí  

demandante, producto de los hechos delictuales cometidos por agentes del 

Estado y que han permanecido luego de m s de 30 a os de ocurridos losá ñ  

hechos.
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VIG SIMO SEXTO: Que en cuanto al monto de la indemnizaci n,É ó  

se  estar  a  la  circunstancia  de  que  el  hecho  que  causa  el  agravio  haá  

permanecido  largo  tiempo  y  tenido  influencia  negativa  en  el  desarrollo 

laboral y social del actor; raz n por la cual se le fijar  prudencialmente laó á  

suma  de  $110.000.000,  sin  que  ello  aparezca  que  se  trata  de  un 

enriquecimiento sin causa o un lucro improcedente, como pudiere alegar la 

demandada.

VIG SIMO S PTIMO: Que la referida cantidad ordenada pagar, seÉ É  

har  con el  reajuste  del  ndice de  Precios  al  Consumidor  desde que laá Í  

sentencia quede ejecutoriada hasta su pago efectivo, puesto que, en efecto, 

la obligaci n de indemnizar es declarada con la dictaci n de esta sentenciaó ó  

y el reajuste tiene como nico objeto morigerar los efectos de la inflaci n. ú ó

VIG SIMO OCTAVO: Que por haber tenido motivo plausible paraÉ  

litigar, el Fisco no ser  condenado en costas. á

En  consecuencia  y  visto  adem s  la  Convenci n  sobreá ó  

Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesaí í  

Humanidad; Convenio de Ginebra sobre tratamiento de los Prisioneros de 

Guerra;  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos;  Convenci n  deó ó  

Viena sobre los Derechos de los  Tratados; art culos 5, 6, 7 y 38 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  art culo  4  de  la  Ley  N 18.575ó í ú í °  

Org nica Constitucional sobre Bases de la Administraci n del Estado; leyesá ó  

N 19.123 y N 19.980; y art culos 144, 170 y 254 y siguientes del C digo de° ° í ó  

Procedimiento Civil,  se acoge la demanda, y se dispone que el Estado de 

Chile debe pagar como indemnizaci n de perjuicios por da o moral a donó ñ  

Hugo Jorge Marchant Moya, la suma de $110.000.000, con los reajustes 

que se indican en el considerando vig simo sexto, sin costas.é

Reg strese, notif quese y arch vese.í í í

           
Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago, tres de enero de dos mil veintitr s.é

Código: JJPZXDWPXSB

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl




		2023-01-03T17:30:37-0300




